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FALLO

En atención a todo lo expuesto, e! Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J,.E CONFIERE LA CONSTITU­
ClON DE LA NAClON ESPA11IOLA,

Ha decidido:
1. Declarar que la competencia para otorpr la calificación

""" O «arte y ensayo» para las pellculas cinematogrAficas~
ponde al Estado, s~e_~doj enconsecuencia, nulas las disposiciones
contenidas en los aparulUos a) y b) del nÚD1. 1 del &no 4 de la Orden
de 21 de noviembre de 1983, del Deparlamento de Cultura de la
Generalidad de Cataluña.

2. Declarar que la competencia ejercida por la Generalidad de
Cataluña en el &no 2 del Real Decreto 495/1983 no invade la

14752 Pleno. Conflicto positiVQ de competencia número
49611984. Selllencia núm. 8811987, de 2 de jUllio.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; doña Gloria llegué Can­
tón, don Angel Latorre Segura, don Francisco Rubio Uorente, don
Luis Diez Picazo, don Antonio Truyol Sena. don Fernando Gan:ia­
Mon González.Resueral, don Carlos de la Vep Benayas, don
Eugenio Dlaz Eimil, don Miguel Rodrf&uez-Piñero Bravo-Ferrer y
don Luis López Guerra, Magistrados, 6a pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY
la siauiente

SENTENCIA

En el conflicto positivo de competencia nÚD1. 496/198~ promo­
vido por el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Ultal~
representado y defendido por e! Aboaado don Ramón Gorbs 1
Turbany, frente al Gobierno de la Ñación, representado por el
Abogado del Estado, en relación con la Orden de 28 de febrero de
1984 del Ministerio de Transportes, Turismo y Comunicaciones,
sobre concesión de ayudas y subvenciones en materia de turismo.
siendo Ponente el Magistrado don Francisco Rubio Llorente, quien
expresa el parecer del Tribunal.

L ANTECEDENTES

1. Por escrito que quedó registrado en este Tribunal e! 4 de
julio de 1984, el Abogado don Ramón Gorbs i Turbany, en nombre
del Consejo ~ecutivo de la Generalidad de Cataluña, plantea
conflicto posiuvo de competencia respecto de la Orden de 28 de
febrero de 1984, del Ministerio de Transportes, Turismo y Comuni­
caciones, que regula el prooedimiento sobre concesiones de ayudas
y subvenCiones del Estado en materia de turismo, tras haber sido
matendido el correspondiente requerimiento de incompetencia
dirigido al Consejo de Ministros, por acuerdo adoptado en su
reunión de 30 de mayo anterior.

2. Considera el Abogado del Consejo Ejecutivo de la Generali- .
dad de Cataluña que la mencionada Orden vulnera la competencia
de dicha Comunidad Autónoma, por lo que solicita de este
Tribunal que declare que la competencia controvertida~
ponde a la Generalidad de Cataluña, y ello en base a los s18WeDtes
fundamentos juridicol.

A) El &no 148.1.12 de la Constitución prev~ que las Comuni­
dades Autónomas pueden asumir competencias respecto de la
promoción y ordenación del turismo dentro de su ámbito territo­
rial. En el periodo preautonómico el Real Decreto 2115/1978, de 26
de julio, transfirió ya determinadas competencias en materia de
turumo a la Generalidad de Cataluña, que quedaron consolidadas
en virtud de la Disposición adicional sexta de su Estatuto de
Autonomía, aprobado por. la Ley Or¡ánica 4fl979, de. 18 de
diciembre. Por su parte, el art. 9.12 del propio Estatuto atnbuye a
la Generalidad, con carácter exclusivo. la competencia en materia
de turismot corresponditndole, en ménto a 10 establecido en el art.
25.2 del nusmo texto las potestades legislativa y reglamentaria y la
función ejecutiva, incluida la inspeoción, en relación con dicha
materia. Aprobado el Estatuto, se dictó el Real Decretn 3168/1982,
de 15 de octubre, sobre traspaso de servicios del Estado a la
Generalidad en materia de turismo, señalándose en el primer
párrafo del apartado A) de su anexo que la compet<:ncia exclusiva
de la Generalidad se ejercerá sin otras limItaciones que las
facultades reservadas al Estado por la Constitución.

Bl Uno de los aspectos esenciales de la función ejecutiva es la
actiVIdad administrativa de fomento, competencia ~ de la
Generalidad de Cataluña en materia de turismo, que a través de la
Orden ahora impuJtD,ada pretende arroliUU'SC la Administración

competencia estatal, entendido e! irecepto con arreJlo a lo que se
dice en el fundamento iuridico 5. de esta SentenCllL

3. Declarar que laidem4s competencias ejercidas o reguladas
mediante las dispoaiciones en conflicto corresponden a la Generali­
dad de Cataluña.

Publlquese esta Sentencia en el 4lBo1ctln Oficial del EstadO».

Dada en Madrid a dos de junio de mil novecientos ochenta y
siete.-Ftrmado: Franciso Tomaa y Valiente, Gloria Beau6 Cantón,
Anael Latorre Se¡ura, Francisco Rubio Unrente, Luis Dfez-Picazo
y I'once de León, Antonio Truyo! Sem, Fernando Garcfa·Mon.y
González Reguera!, Carlos de la Vep Benayas, Eugenio Díaz Eimil,
Mi&ueI R,odrlsuez-Piñero y Bravo-Ferrer. y. Luis López Gue­
rra.-Rubricado.

Central, ~o la -coDertuni formal de li Disposición adicional
decimosexta de la Ley 44/1983 de Presupuestos Generales del
Estado para 1984 Y del punto 5 ii'eJ apartado B) del anexo del Real
Decreto 3168/1982 de traspaso de servicios antes citado. Aquefla
Disposición adicional faculta a los correspondientes Ministerios
para establecer las normas resuaJadoras de la conoesión de ayudas
y subvenciones conoedidas con CIIJ'IO a los Presupuestos GenCrales
del Estado que no lleDpI1 en los mismos asignación nominativa, El
Real Decreto 3168/1982 cJ!st>one, en el punto mencionado, que las
subvenciones que la Administraci6D del Estado puede conoeder a
instituciones, entidades, empresas o II&fUpaciones de las mismas
radicadas en Cataluña se tramitar6n a través de la Generalidad,
cuyo informe, caso de ser neptivn, tendrá car6cter vinculante.

Pero, arrancando de estas premisaa, la Orden imoumada
intenta retener competencias en favor de la Aclttti:niJtraCón del
Estado que ya no le corresponden, en cuanto que: 1) en el
prooedimiento establecido en 8quéIla~para 0.10torsar subvenciones o
ayudas con CIIJ'IO a los Presupuestos Generales del Estado carentes
de asignación nominativa, la dnica intervención que se reconoce a
la Comunidad Autónoma es la de emitir un informe que, caso de
ser neptivo, será vinculante; 2) en el caso de que las subvenciones
y ayudas hayan sido asiInadas nominativamente en los Presupues­
tos Generales del EstadO, la dnica intervención de la Comunidad
Autónoma es el pa¡o de las sumas onrrespondientes.

No niep con ello el Abogado de la Generalidad que la
Administración del Estado pueda onnoeder subvenciones o ayudas
económicas en materia de turismo a entidades, instituciones O
empresas radicadas en Cataluña, posibilidad admitida por el Real
Decreto 3168/1982, sino la pre!eos!ón monopolizado~ .de '"
actividad de (omento del sector turistico por parte del Ministeno
de Transportes, Turismo y Comunicaciones, cuando la competen·
cia ha sido asumida por Cataluña con car6cter exclusivo.

En este sentido, la Orden de 28 de febrero de 1984 olvida que
la norma 10." del anexo m de la propia Ley 44fl983 obliga a la
Administración a situar a disposición de las Comunidades Autóno­
mas que deban administrar subvenciones o transferencias a fitvor
de terceros los fondos ~ndientes a su Iioanciación. Por otra
parte, esta obliaación . del car6cter exclusivo con que la
Generalidad de Cataluña ha asumido la competencia en materia de
turismo, pues, en caso contrario, resultaria vulnerado el &no 4 de
la Ley Or¡ánica de Financiación de las Comunidades Autónomas
que, entre los principios rectores de la administración Iioanciera de
las mismas, consaara el de la suficiencia de recursos para el
ejercicio de las competencias propia&.

Por ello resulta iDeludible. salvo que la autonomla Iioanciera de
la Comunidad quiera ser reducida a un enunciado carente de
trascendencia, que las asi¡naciones en materia de turismo conteni·
das en los Presupuestoa Generales del Estado sean transferidas a la
Generalidad, para ser administradas y aestionadas por el Ejecutivo
autonómico, sin poquicio de 10 dispuesto en e! &no 15.5 de la Ley
Or¡ánica de Finanetación de las COmunidades Autónomas.

3. Por providencia de 5 de julio de 1984, la Sección Ternera
del Pleno de este Tribunal acoriló admitir a trámite e! conflicto
positivo de compe(eDcia formulada por el AboBado de la Generali­
dad de Cataluña Ydar traslado al Gobierno de la nación para que,
en e! plazo de vemte dias aportase cuantos documentos y alepcio­
nes considerase convenienteS, asi como dirigir comunicación al
Presidente de la Audiencia Nacional para conocimiento del plan­
teamiento de! conflicto por la Sala de.lo Contencioso-Adminis~
tivo de la misma, y publicar su formahzación en el «Ilo1etin Oficial
del EstadO» y en e! «Diario Oficial de la Generalidad de Cataluila».

4. Por esaito fechado el 13 de septiembre de 1984, el Abogado
del Estado, en repreaentación del Gobierno, se opuso a las
pretensiones del Consejo Ejecutivo de la Generalidad, solicitando
que se declare la titularidad estatal de la competencia controver.
ud&, en base a las alepciones que a continuación se exponen
resumidamente.
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La Generalidad de Cataluña reconoce que el carácter exclusivo
de la competencia autonómica en materia de turismo no elimina la
posibilidad de que la Administración estatal conceda ayudas o
subvenciones en materia de turismo a entidades, instituciones o
empresas radicadas en Cataluña y, por tanto, no discute su Consejo
Ejecutivo la corrección del punto 5 del anexo B del Real Decreto
3168/1982, de 15 de octubre. Sin embar¡o, considera el mismo que
la Orden objeto del confiicto, al resular el procedimiento para el
otorgamiento de las referidas subvenciones y ayudas estatales,
revela el desi¡nio estatal de retener competencias que no le
corresponden y monopolizar la promoción y fomento del turismo
en el ámbito territorial de Catalulla. Esta consideración es inexacta,
pues basta un simple examen de la norma impugnada para
constatar que deja Intesramente a salvo la filcultad autonómica de
disposición sobre sus propios gastos públicos y que no olvida lo
dispuesto en el anexo nI de la propia Ley 44/1983, de tal manera
que el ámbito objetivo de aplicación de la Orden está acotado por
el precepto legal habilitante (Disposición adicional decimosexta de
dicha Ley), quedando Integra la aplicación del anexo III para los
créditos presupuestarios afectados par los servicios transferidos.

Refiri~ndose la Orden impugnada a subvenciones de titularidad
estatal, con los limites señalados, no puede albergarse duda alguna
sobre la titularidad estatal de la competencia para resuIar el
procedimiento de concesión, máxime cuando dicha Orden recoge
expresamente en sus arts. 3.1 Y7.2 las competencias de gestión que
corresponden a la Comunidad Autónoma, incluyendo el informe
obstauvo o semivincuiante a que se refiere el punto 5 del anexo B
al Real Decreto 3168/1982.

5. Por providenCia de 28 de mayo actual, el Pleno acordó fijar
la fecha de 2 de junio siguiente para deliberación y votación de la
Sentencia.

n. FUNDAMENTOS JURIDlCOS

I El presente confiicto positivo de competencia se formula
contra la Orden de 28 de febrero de 1984 del Ministerio d,e
Transportes, Turismo ,y Comunicaciones, que resula el procedi­
miento para el otorgannento de subvenciones y ayudas estatales en
materia de turismo con c:ar¡o a los Presupuestos Generales del
Estado, que no tenjan en los llÚlll!os ~signación ,nominativa. La
Orden se dicta en VlT\ud de la autortz&aón conoedida al efecto por
la Disposición adicional decimosexta de la Ley 44/1983, de
Presupuestos Geoerales del Estado para 1984 Y establece, en
e5eDCUl, un prooedimiento de concesión de ~ ayudas ~ustado a
criterios de publicidad, CODCUItencia y objetividad, que!'" concreta
en la convocatoria y reso'ución de conc:unos púb1!"!"> ~vo
excepción justificada, a realizar por los órunos del Ministeno de
Transportes, Turismo y P.'1'u"!caciones.,l;i art. 3.1 de la On!e!'
dispone que, cuando las iDstltUCIones, enudades o empresas soliCI­
tantes de las ayudas radiquen en el territorio de una Comunidad
Autónoma, corresponderá a ñta tramitar los expedientes de las
solicitudes recibidas Y remitirlos a la Secretaria, General de
Turismo. En estos casos, según el art. 3.2, los expedientes habrán
de ir acompafiados, preceptivamente, del informe de la Comunidad
Autónoma, que, caso de ser negativ~, será vinculante. El arto 7.2
dispone que en los supuestos excepetonales de subr08'!"'ón en los
beneficios del concurso, la Secretaria General de Tunsmo puede
autorizar la sustitución de los primitivos adjudicatarios, previo
informe favorable de la Comunidad Autónoma correspondiente.

La representación del Consejo ~ecutivo de la GeneraIidad de
Cataluña admi¡e la posibilidad de que el Estado subven~one, en
materia turistica, a instituciones, enUdades y empresas radicadas ~n
su ámbito territorial, pero estima inconciliable con la competeneta
exclusiva en dicha materia, que atribuye a la Generalidad el art.
9.12 de su Estatuto de Autono~ aparte de la pretensión
monopolizadora del Estado en relación con la promoción, del
turismo que, a juicio de aq~lla, se deduce de la Orden en confiicto,
la reducida intervención que en la tramitación de dichas subvencIO­
nes estatales se reserva a la Comunidad Autónoma. Por el
contrario, entiende que del c:arácter exclusivo de la competencia
autonómica y del principio de suficiencia de recursos financieros de
las Comuidades Autónomas, se deriva la obliaación del Estado de
poner a disposición de la Generalidad los fonóos destinados a tales
subvenciones, para que sea su Consejo ~ecutivo el que las
distribuva. de acuerdo con el prooedimiento que resule al efecto.

El Abogado del Ellta!lo, en cambio, rechaza que, ~ Orc!en
impugnada revele pretensión al¡una por parte de la AdministraClón
estatal de monopolizar la promoción y fomento del turismo en
Cataluña, pues en absoluto res!rinae o afecta a la fa~tad de. la
Generalidad de oto¡¡ar subvenCIOnes y ayuda~ en matena twi~ca
a las instituciones, entidades 'Y em~ radi~ en su ámblt~
territorial. Por otra parte, la fOrma de mtervenclón de la ComuDl­
dad Autónoma en la tramitación de las subvenciones estatales, que
la misma admite como válidas, respeta, en la Orden impugnada, lo

dispuesto en el punto 5 del anexo B del Real Decreto 3168/1982,
conforme al cual corresponde a la Generalidad, en este supuesto,
emitir un informe sobre las solicitudes de subvención o ayuda
económica de las entidades, instituciones y empresas ubicadas en
su territorio Que. caso de ser Deaativo. tendrá carácter vinculante.

2. No córresponde, ciertamente, a este Tribunal examinar
supuestos juicios de intenciones denunciados o re4?~ados por las
partes en conflicto, por lo que no procede pronunC18TD1ento alguno
sobre la alegada pretensión monopolizadora de la Administración
del Estado en relación con las ayudas económicas destinadas a la
promoción del turismo, que en m~no se materializa en el
texto de la Orden objeto de este conflicto, pues la misma no
interfiere en modo alguno en la competencia de la Generalidad de
Cataluña para fomentar las actividades turísticas en su territorio
con c:ar¡o a sus propios recursos. Como dijimos en la STC 95/1986,
fundamentojuridico 3,°, «si se aceptare que la potestad de gasto
público habilita sin más al Estado para ejercer todas las competen­
cias, incluso las de simple ejecución, en relación con las materias
o sectores hacia los que decide destinar sus propios fondos, es
evidente que ello conducirla en la práctica a una sensible alteración
del sistema de distribución de competencias que resulta de la
Constitución y de los Estatutos de Autono_, Pero también lo es
que en el caso presente ni la Comunidad de Cataluña, ni ninguna
otra con competen~ sobre t~smo ba !mplljl!ado odiscutido li'
partida presupuestana conteDlda en Li DispostClón adiCIOnal deci­
mosexta de la Ley 4411983, de Presupuestos Generales del Estado
para 1984, sino tan sólo el procedimiento adoptado para su reparto.

La cuestión que abora debemos resolver, -pues, queda reducida
a determinar si la Orden de 28 de febrero de 1984 en conflicto, en
cuanto 'Iue resula un procedimiento para el otorgamiento de ciertas
subvenClones y ayudas estatales en materia turística, de las Que
pueden beneficiarse entidades públicas y privadas radicadas en
Cataluña, estableciendo, en tal caso, ~ exigencia de un inform~de
la Comunidad Autónoma, que sólo Uene carácter vmculante 51 es
negativo, invade o no las competencias atribuidas a la Generalidad
en el Estatuto de Autonomla de Catalulla.

3. Centrado asl el objeto del proceso, es necesario partir de la
atribución de competencia en materia de turismo que el art. 9.12
del Estatuto de Autonomla para Cataluña dispone en favor de la
Geoeralidad. Pero, sin que sea preciso profundizar aquí en ~
características, alcance y, en su caso, lfmites de esta competenc18
estatutaria, lo cierto es que el Consej'o ~ecutivo de la Generalidad
catalana acepta expresamente, en e escrito de planteamiento del
confiicto la posibilidad de que el Estado subvencione, con cargo a
sus Pres~puestos Generales, actividades turísticas de instituciones
y empresas que radiquen en el territorio de Cataluña.

Las discrepancias de la parte proponente del conflicto con la
Orden impugnada se limita al modo en que tal intervenCIón estatal
se resula en la misma, pues entiende la ~taciónde aquella
parte que no corresponde a la Administrae1ón del Estado tramitar
y resolver las solicitudes de subvención procedentes de entidades
ubicadas en Cataluña, aun previo informe de los ó'l"nos de la
Geoeralidad, vinculante en caso de ser negativo, smo que es
obli&ado, en virtud de la competencia exclusiva de la Comunidad
AUtOnoma, que sea ~ta la que tramite y resuelva las solicitudes,
limitándose la Administración estatal a poner a su disposición los
fondos correspondientes de acuerdo con lo previsto en el anexo ID
de la misma Ley 44/1983 en relación con la gestión y control de los
cffiIitos afectados por los servicios transferidos a las Comunidades
Autónomas.

Este argumento nos obliga, como es evidente a prestar atención
a lo dispuesto en los, Reales Decretos de tran~i'erenci~, aprobados
previo el correspondiente acuerdo en la CoJD1S1ón Mixta, pues, si
está claro que dichos Reales Decretos no pueden alterar la
distribución de competencias establecida en la Constitución y en
los Estatutos de Autonomla, si son medios i~óneos para concre~
las formas, modos y procedimiento para el e.JeTClCO de las respecU­
vas competencias estatales y autonómicas.

Por lo que atañe al presente caso, el punto 5 del anexo B del
Real Decreto 3168/1982, de 15 de octubre, establece que las
aubvenciones que la Administración Cent,ral del Estado pueda
conceder a las instituciones, entidades o empresas del ámbito
territorial de Cataluña se tramitarán a tram de la Generalidad,
cuyo informe, caso de ser negativo, sea vinculante, de lo que se
desprende Que, respetando esta tramitación Y, en su caso, el
informe negativo referido, re reconoce a la Administración estatal
la posibilidad de conceder subvenciones y ayudas en materia de
tuTlsmo a aquellas entidades.

Resulta claro que la norma contenida en el Real Decreto
3168/1982 no quiebra los limites de las competencias,del Es~o y
la Generalidad de Cataluña que al aceptarla no hizo ilegluma
dejación de sus competencias propias.

A esta norma se ~usta escrupulosamente la Orden impugnada
Que, en definitiva., se limita a establecer el procedimiento mediante
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él cual el Estado, en su función de coordinación (art. 149.1.13), ha
de distribuir unos recursos limitados incluidos globalmente en sus
Presupuestos General.. eotre los posibl.. solicitant.. de todo el
territorio nacional, ....petando la competencia de la Generalidad
tanto para excluir de e<a dístribución a aquellas empretas o
actividade< que no considera necesitadas o merecedoras de la
ayuda, como para ponderar por medío de un informe no vinculante
el mérito relativo de las que, ..tando situadas en su territorio,
coosidera acreedoras a ella.

Todo ello conduce a -la dese<timación de las pretension..
deducidas por el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña
eo el presente conflicto, pues, cualquiera que sean las exigencias del
prinCipio de suficiencia de las haciendas autónomas, no puede ..te
Tribunal díspooer un sistema de otorpmiento de las aceptadas
ayudas económicas estatal.. en materia turistica, dístinto al que las
propias panes en conflicto válidamente han acordado y~ en
el correspondíeote Real Decreto de tralI.Ál:mII:iA de serviCIOS.

Sala Primera. RecunJJ número 2/6//986. Sentencia
número 89//987. de J de jtmio.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compu..ta por
don Francisco Tomás y Valiente, Presidente, don FranCISCO Rubio
Llorente, don Luis Diez-Picaza y Ponce de León, don Antonio
Truyol Sem, don Eugenio Diaz Eimil y don Miguel Rodriguez­
Piñero y Bravo-.Ferrer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurnl de amparo núm. 216/1986, promovido por la
Asociación Salhaketa, representada por la Procuradora de los
Tribunales dada Rosina Mont.. Asustin, y bl\io la dirección de la
Abogada dada Miren Ortuyhay Fuentes, en relación con las
Resoluciones de la Dirección del Centro Penitenciario de Nanciaret
de Oca relativas a comunicacioneses~es de reclusos y en el que
ha comparecido el Ministerio Fisca\, siendo Ponente el Masistrado
don Francisco Rubio Llorente, quien expresa el parecer de la Sala.

I. ANTECEDENTES

l. Por escrito que tuvo entrada en ..te Tribunal el 26 de
febrero de 1986, la Procuradora doña Rosina Monte< Agustí, en
nombre y representación de la Asociación Salhaketa, y asistida por
la Letrada doña Miren Ortubay Fuentes, interpone recurnl de
amparo en el que solicita:

l.0 Que se reconozca el derecho de los reclusos internos en el
Centro de Nanclares de Oca Y sometidos al ~men del arto 10 de
la Ley Orgánica General Penitenciaria (en lo suCetivo, LOOP), a
dísfrutar ae las comunicacion.. ..pecial.. con sus riuniliares y
allegados íntimos, en ejercicio de los derechos fundamental..
reconocidos en los arts. U Y 18 de la Constitución.

2." Que se declare la inconstitucionalidad (sic) de la actuación
de la Dirección del citado Centro al prohibir de (orma 8enerallas
comunicaciones especiales.

3." Que se reconozca la inconstitucionalidad del art. 53.2 de la
LOGP y se eleve al Pleno la corre<pondíente cuestión.

2. Los hechos que han dado origen a la demanda de amparo
son los siguientes:

a) La Dirección del Centro Penitenciario de Nanciares de Oca
ha venido negando sistemáticamente el disfrote de las comunica­
ciones especiales a los penados clasificados en primer grado de
tratamiento y a todos los internos (preventivos o penados) a los que
se ha aplicado el régimen especial ¡>revisto en el art. 10 lOGP. La
citada Dirección funda Sll deciSión en razones de sesuridad,
invocando el art. 97 del Reslamento Penitenciario (en lo suce-
sivo, RP). ~

b) En 17 de julio de 1985, la Asociación Salhaketa recurrió en
queja ante el Juzgado de VillÜ!"'cia Penitenciaria de Bilbao frente
a la situación de<crita. Dicho Juzgado, por Auto de 18 de
septiembre del mismo afto (Expte. núm. ISI3/1985) reconoció el
derecho de los penados clasificados en primer srado de tratamiento
al disfrute de las comunicaciones especiales, negándoselo. por el
contrario, a los sometidos al ~men ..peciaI del arto lO LOOP. El
citado Auto fue confirmado por el de IS de enero de 1986 que
resolvió los recunos de reforma interpuestos tanto por la Asocia­
ción Salhaketa (que postulaba la ampliación del derecho a todos los
internos), como por el Ministerio Fiscal (que pretendia que la
exclusión de las comunicaciones especiales se extendiese también a

FALLO
En atención a todo lo eXjlu..to, el Tribunal Constitucional,

POR LA AUTORIDAD QUE J,E CONFIERE LA CONSTITU.
ClON DE LA NACION E5PANOLA.

Ha decidído:
Declarar que la competencia controvertida corre<ponde al

Estado.
Publíqu.....ta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado...
Dada en Madrid, dos de junio de mil novecientos ochenta y

siete.-Francisco Tomás y Valiente.-Gloria Besué Cantón.-Angel
Latorre Segura.-Francisco Rubio Llorente.-Luis Diez
Picazo.-Antonio Truyol Sem.-Fernando Garcfa·Mon GonzáIez­
ltegueral.-Carios de la Vega Bena~-Eugenio Diaz Eimil.-Miguel
Rodrfguez-Pidero Bravo-Ferrer.-Luis López Guerra.-Firmados y
rubricados.

, los penados en primer grado de tratamiento). Los recursos de
apelación interpuestos frente al Auto mencionado en último
término fueron dese<timados por la Audíencia Provincial de Aiava
por resolución de 15 de enero de 1986, frente a la que de nuevo
mtentó el Ministerio Fiscal recurnl de súplica, que fue también
desestimado.

3. La Asociación recurrente sostiene que las decision.. de la
Administración Penitenciaria judícialmente confirmadas violan los
siguientes derechos fundamentales:

a) El consasrado en el art. 1S C.E., en relación con los presos
preventivos a los que se ha aplicado el art. 10.2 LOOP puesto que
«1as relacion.. afeclivas y sexual.. son una nece<idad básica de
toda persona humana y su privación acarrea srav.. problemas
pslqUlCOSlO. Dada la interpretación de ..laS relaCiones, el art. 53
LOOP que las hace posibles, ha de entenderse como norma
tellUiadora de derechos fundamentale< que, por tanto (STC
34í1986) «ha de ser interpretada de la forma más favorable a la
efectividad de tales derecbOSlO. Dado que ni el citado art. S3 ni el
10.3, también de la LOOP, limitan el dísfrute de ..te derecho, la
negativa de la Dirección del Centro a concederlo no ....peta el
derecho a la inleJridad psíquica de quien.. se ven privados de é~
sin que ... negativa pueda, de otro lado ampararse en lo díspne<to
en el art. 97 RP, pne< carece de validez una norma reglamentaria
«que no ya regu1a; sino que anula la práctica de una faceta ...ncial
de la integridad hullUlDlll'. La vulnenición del derecho fundamental
considerado es tanto más grave cuanto que afecta a presos
preventivos cuyos derechos sólo pueden ser limitados en la medída
estrictamente necesaria para asegurar su comparecencia en juicio y
a los que para nada se refiere el art. 2S.2 de la Constitución.

b) El derecho a la intimidad personal y familiar (art. 18.1 C.E.)
de todos los detenidos y presos a los que se aplica el arto 10.2
LOOP, pu..to que .... vulnera el derecho cuando se elimina la
llO'ibilidad de intercambiar cualquier manifestación de afecto con
la familia, de tener relaciones intimas con el otro miembro de la
parej.... «Es claro, se añade, que en una situación de detención
estas relacioDes se ven forzosamente limitadas, pero su anulación
de forma -nzada para tocio un colectivo de presos carece de
justificación.»

c) El derecho a la vida y a la integridad flsica y moral (art. 15
C.E.), en relación con lo díspu..to en el arto 25.2 C.E., que al
enunciar las Iimitacion.. en el ejercicio de los derechos fundamen­
tales para los ,llCnados no menciona ninguna que pueda servir de
base a la deciSIón negativa de la Dirección del Centro Penitenciario
de Nanclares de Oca r al afirmar como finalidad de la pena la
reeducaciópn y la retnserción social más bien aboga por la
continuidad de las relacion.. Intimas. Lo mismo cabe afirmar de
las dísposiciones de la LOOP (..pecialmente, arts. lO, SI, S3 y 71).

4. Medíante providencia de 23 de abril de 1986, la Sección
Primera de este Tribunal abrió el trámite a que se refiere el art. 50
de su Ley Orgánica, seftaiando como posibl.. causas de inadmisión
las señaladas en los párrafos 1 a) y 2 b) de dícho precepto. Tras la
oportuna tramitación, y por Jl.IOvidencia del siguiente 16 de
septiembre, se acordó la admisión a trámite de la demanda y se
interesó de la Dirección del Centro Penitenciario de Nanc1ares de
Oca, del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de Bilbao Y de la
Audíencia Provincial de Vitoria, el envio de las corre<pondíentes
resoluciones y actuaciones Y. en el caso del Juzgado, el emplaza­
miento ante este Tribunal de quien.. hubieran sido partes en los
correspondientes Autos.

Recibida la documentación indíeada, por providencia de 11 de
febrero de 1987 se dío vista de ella a la solicitud de amparo y al
Ministerio Fiscal JllU:ll que, de conformidad con lo dísl?uesto en
el arto 52.1 LOTe, formu1asen las alegaciones que tUVleran por
pertinentes.


